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En Oviedo, a veintisiete de febrero de dos mil quince. 

 

La Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de Justicia del Principado de Asturias, 

compuesta por los Ilmos. Sres. Magistrados reseñados al margen, ha pronunciado la siguiente sentencia 

en el recurso contencioso administrativo número 743/12 interpuesto por La Oturense Sdad Cooperativa, 

representada por la Procuradora Dª Ana Luisa Bernardo Fernández, actuando bajo la dirección Letrada 

de Dª Rocío Huerta Miguel, contra el T.E.A.R.A., representado por el Sr. Abogado del Estado. Siendo 

Ponente el Ilmo. Sr. Magistrado D. José Manuel González Rodríguez. 

 

ANTECEDENTES DE HECHO 

 

 PRIMERO.- Interpuesto el presente recurso, recibido el expediente administrativo se confirió traslado 

al recurrente para que formalizase la demanda, lo que efectuó en legal forma, en el que hizo una relación 

de Hechos, que en lo sustancial se dan por reproducidos. Expuso en Derecho lo que estimó pertinente y 

terminó suplicando que, en su día se dicte sentencia en la que estimando el recurso interpuesto, revoque 

la resolución recurrida por no estar ajustada a derecho, con imposición de costas a la parte contraria. A 

medio de otrosí, solicitó el recibimiento del recurso a prueba. 

 SEGUNDO.- Conferido traslado a la parte demandada para que contestase la demanda, lo hizo en 

tiempo y forma, alegando: Se niegan los hechos de la demanda, en cuanto se opongan, contradigan o no 

coincidan con lo que resulta del expediente administrativo. Expuso en Derecho lo que estimó pertinente y 

terminó suplicando que previos los trámites legales se dicte en su día sentencia, por la que desestimando 

el recurso se confirme el acto administrativo recurrido, con imposición de costas a la parte recurrente. 

 TERCERO.- Por Auto de 24 de abril de 2013, se recibió el procedimiento a prueba, habiéndose 

practicado las propuestas por las partes y admitidas, con el resultado que obra en autos. 

 CUARTO.- No estimándose necesaria la celebración de vista pública, se acordó requerir a las partes 

para que formulasen sus conclusiones, lo que hicieron en tiempo y forma. 

 QUINTO.- Se señaló para la votación y fallo del presente el día 26 de febrero pasado en que la misma 

tuvo lugar, habiéndose cumplido todos los trámites prescritos en la ley. 

 

FUNDAMENTOS DE DERECHO 

 

PRIMERO 

 - Se impugna en el presente recurso por la entidad recurrente, la Resolución del Tribunal Económico-

Administrativo Regional del Principado de Asturias, de fecha 1 de junio de 2012, que desestimó la 

Reclamación contra el Acuerdo de 27 de Septiembre de 2011, de la Inspección Tributaria del Area de 

Aduanas e Impuestos Especiales de la AEAT en Asturias, sobre Liquidación Provisional del Impuesto 

Especial de Hidrocarburos (ejercicios 2006-desde noviembre, y 2007) con deuda tributaria de 12.252,09 
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€, y contra Acuerdo de la misma fecha que le impuso una Sanción de 835,04 € por comisión de la 

infracción prevista en el art. 19 de la Ley38/1992 . 

 

SEGUNDO 

 - La cuestión esencial a que se reduce la fundamentación de la Demanda radica en la discrepancia 

respecto de la interpretación de lo dispuesto en el art. 106 del Real Decreto 1165/1995 ( RCL 1995, 2212 

y 2594) y en concreto si el pago con tarjeta-gasóleo bonificado ha de ser al contado simultáneamente al 

suministro, o si, por el contrario, puede realizarse la operación a crédito materializándose dicho pago en 

fecha posterior, tal y como mantiene la recurrente que así venía actuando con anterioridad con el visto 

bueno de la Administración y de conformidad, además, con la opinión expresa de la Dirección General de 

Aduanas e Impuestos Especiales en Consulta de 3 de noviembre de 1994. 

 

TERCERO 

 El Sr. Abogado del Estado no contestó a la demanda defendiendo las tesis del TEARA en el Escrito de 

Conclusiones, con cita de dos Sentencias del Tribunal Supremo. 

 

CUARTO 

 .- Para la resolución de la cuestión litigiosa hemos de partir de lo indicado en la Sentencia del Tribunal 

Supremo, de 10 de noviembre de 2011 , en cuyo Quinto Fundamento señala: "Sentado lo anterior, no 

puede aceptarse el criterio del recurrente (que es el eje básico de su argumentación), de que la 

contraprestación del producto mediante pago a través de los medios establecidos y no de otros constituya 

un simple requisito formal. Lejos de ello, está configurado por la norma como una de las condiciones 

necesarias para disfrutar del tipo bonificado. Así lo establece el artículo 50 de la Ley, antes citado: ""sin 

perjuicio de lo establecido en el apartado 6 del artículo 8, la aplicación de los tipos reducidos fijados para 

los epígrafes 1.4, ... queda condicionada al cumplimiento de las condiciones que se establezcan 

reglamentariamente en cuanto a la adición de trazadores y marcadores, así como la utilización realmente 

dada a los productos. Tales condiciones podrán comprender el empleo de medios de pago específicos". 

Debe tenerse en cuenta la articulación de la circulación y control de los productos que efectúa la 

normativa en relación el tributo que nos ocupa: 

a) La estructura y control de los Impuestos Especiales está basada en los denominados operadores, 

depositario autorizado, operador registrado, receptor autorizado, etc., cuyas facultades se encuentran 

definidas en el artículo 4 LIE/1992 ( RCL 1992, 2787 y RCL 1993, 150) , con la finalidad de que se pueda 

seguir la circulación del producto en sus primeras etapas donde se mueven gran cantidad del producto. 

b) La concreta determinación de las condiciones de destinatario autorizado para el disfrute de una 

bonificación o aplicación de un tipo reducido en el Impuesto Especial sobre Hidrocarburos puede 

realizarse en norma reglamentaria en virtud de la colaboración del Reglamento con la Ley, sin por ello 

vulnerar los principios de reserva de ley relativa, de legalidad y de jerarquía normativa que rigen en el 

ámbito del Derecho Tributario. 

Como tuvo ocasión de señalar esta Sala, en sentencia de 10 de mayo de 1995 , se debe tener 

presente que se trata de un beneficio fiscal (aplicación del tipo reducido del epígrafe 1.4 de la Tarifa 1ª del 
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Impuesto) y, por consiguiente, que asiste a la Administración la potestad reglamentaria que establece el 

artículo 17.c) LGT/1963 ( RCL 1963, 2490 ) . 

c) Para el disfrute de un tipo reducido, no puede entenderse que sea inasumible la exigencia a los 

suministradores del gasóleo de que se aseguren que los consumidores finales emplean los medios de 

pago previstos y no otros para que el control administrativo de la circulación y uso de los productos 

bonificados pueda efectuarse de forma satisfactoria. Por el contrario, pertenece al ámbito de su 

responsabilidad y está a su alcance la observancia del requisito de los medios de pago, que es el 

requisito fundamental cuya observancia se le exige respetar en este nivel de distribución, hacia el 

consumidor final del producto. 

d) No se trata de una responsabilidad objetiva al margen del ámbito de la propia actuación la que la 

administración exige en este caso, sino de las consecuencias derivadas de una carga personalmente 

impuesta que es no expedir gasóleo con tipo reducido a consumidor final, si no es retribuido con los 

medios de pago autorizados y no otros. 

e) En definitiva, la empresa suministradora no perdió su condición de responsable del tributo, dado que 

se habían incumplido las previsiones sobre destino autorizado contenidas en los mencionados apartados 

del Reglamento Provisional, en relación con el artículo 50 de la Ley, que condiciona la aplicación del tipo 

reducido al cumplimiento, entre otros, del requisito de los medios de pago autorizados. 

En definitiva, como argumenta la sentencia recurrida, la previsión de estos medios de pago constituyen 

una condición ineludible para la aplicación del tipo reducido, porque es el medio esencial previsto por la 

Administración para que pueda controlar la evolución final del producto bonificado y saber que éste se 

entrega sólo a determinados consumidores finales y en una cuantía de consumo razonable según la 

actividad que ejercen. Ello no vulnera el principio de seguridad jurídica, puesto que tal condición aparece 

así configurada en una norma que el suministrador de gasóleo conoce o debe conocer, al igual que las 

consecuencias jurídicas de su incumplimiento. 

Tampoco se vulnera el principio de reserva de ley, porque, según se ha dicho, la propia 

ley de impuestos especiales establece en su artículo 50 que la aplicación del tipo bonificado puede 

estar condicionada al empleo de medios de pago específicos, que pueden ser establecidos 

reglamentariamente, como en este caso sucede, donde el Reglamento de Impuestos Especiales se 

inserta en la habilitación normativa concedida por la ley» [en idénticos términos, entre otras, Sentencias 

de 30 de septiembre de 2010 ( RJ 2010, 6909 ) (rec. cas. núm. 5276/2005), FD Quinto ; de 24 de marzo 

de 2010 ( RJ 2010, 4535 ) (rec. cas. núm. 736/2004), FD Segundo ; y de 11 de febrero de 2009 ( RJ 

2009, 988 ) (rec. cas. núm. 1327/2006 ), FD Cuarto]. 

Y, en el mismo sentido, hemos sostenido en la Sentencia de 24 de marzo de 2010 (rec. cas. núm. 

736/2004 ): 

«La base fundamental de la argumentación del recurrente, sobre la que descansan las razones 

aducidas en los correspondientes motivos de casación, es que habiéndose justificado quienes fueron los 

destinatarios finales de los productos y su uso exclusivo para actividades objeto de bonificación-tipo 

reducido incluido en el epígrafe 1.4 de la tarifa 1ª del Impuesto Especial sobre Hidrocarburos (motores de 

tractores y maquinaria utilizados en agricultura, motores fijos, y, en general combustibles)-, no tiene razón 

de ser el que se le aplique la tarifa 1ª, epígrafe 1.3 de gasóleos para uso general, por el hecho de haber 

cobrado en metálico y no mediante la utilización de tarjetas y cheques gasóleo bonificado. 
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[...] No puede olvidarse [...] que el artículo 50.3 LIE condiciona el tipo reducido al cumplimiento de las 

condiciones que se establezcan reglamentariamente en cuanto a la utilización realmente dada a los 

productos, entre las que se podrán comprender el empleo de medios de pago específicos; y con base en 

esta habilitación legal el artículo 63.8 del Reglamento, aprobado por Real Decreto 258/1993 de 19 de 

febrero ( RCL 1993, 804 y 938) , condiciona el suministro desde una instalación de venta al por menor de 

gasóleo recibido con aplicación del tipo reducido con destino a un consumidor final, "a que el pago se 

efectúe mediante la utilización de tarjetas- gasóleo bonificado o cheques-gasóleo bonificado", cuya 

regulación se realiza en los apartados anteriores del propio artículo, y cuya minuciosidad tiende a evitar 

que el gasóleo bonificado se destine a un uso distinto al que se prevé para el tipo reducido. 

Es pues el uso especifico del gasóleo de la tarifa reducida, el que hay que justificar para gozar del 

beneficio, y esto, y no otra cosa es lo que se indica en el artículo 15.11 de LIE que claramente establece 

que "Cuando no se justifique el uso o destino dado a los productos objeto de los impuestos especiales de 

fabricación por los que se ha aplicado una exención o un tipo impositivo reducido en razón de su destino, 

se considerarán que tales productos se han utilizado o destinado en fines para los que no se establece en 

esta Ley beneficio fiscal alguno". 

A la conclusión anterior se llega igualmente por aplicación del artículo 8.6 LIE, pues si en él se exige 

para liberarse del pago del impuesto y de las sanciones en caso de irregularidades en relación con la 

circulación o justificación del uso o destino dado a los productos que se han beneficiado de un tipo 

reducido, "que sejustifique la recepción de los productos por el destinatario facultado para recibirlos", 

resulta obvio decir que estos destinatarios serán, no cualquier persona o consumidor, aunque estén 

identificados, sino precisamente aquéllos que reúnan las condiciones exigidas y lo acrediten en la forma 

establecida en el artículo 63.5. Hay que señalar por otra parte, que este precepto se refiere a 

irregularidades en relación con la circulación y justificación en el uso, pero no a los supuestos en que 

dicha justificación no se ha realizado» (FD Segundo). 

Más recientemente, en la Sentencia de 8 de abril de 2011 ( RJ 2011, 3078 ) (rec. cas. núm. 

1630/2006), esta Sala se ha pronunciado en los siguientes términos: 

«2. La sentencia, en su Fundamento de Derecho Cuarto, declara que es un hecho probado, y por tanto 

no modificable en vía casacional "que en el periodo liquidado se realizaron ventas de gasóleo bonificado 

sin utilizar las tarjetas o cheques gasóleo". Por tanto era de aplicación lo dispuesto en el artículo 63 del 

Real Decreto 258/1993 , sobre aplicación del tipo reducido, en función del cual el suministro desde una 

instalación de 

venta al por menor de gasóleo recibido con aplicación de tipo reducido con destino a un consumidor 

final, queda condicionado a que se efectúe mediante la utilización de tarjetas-gasóleo o cheques-gasóleo 

bonificado. No se trata en este caso de una simple presunción, sino de un requisito necesario para la 

aplicación del tipo reducido, ya que el mismo no es meramente un medio de pago sino, 

fundamentalmente, el medio establecido por la Administración para controlar la distribución de este 

producto bonificado y saber que se entrega a quien tiene derecho a ello y en la cuantía que le 

corresponde. Requisito que, como se ha dicho, no quedó acreditado en el presente caso. 

Como dice la resolución del TEAC de 21 de octubre de 2003, consta en el expediente y constituye 

punto de partida de lo practicado en las actuaciones que la firma recurrente, durante los ejercicios 1995 y 

1996, actuó como "detallista" para distribuir gasóleo al por menor con tipo reducido incluido en el epígrafe 

1.4 de la Tarifa 1ª, del Impuesto Especial sobre Hidrocarburos para lo que tenía concedido el 
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correspondiente CAE por la Oficina Gestora. A este respecto hay que señalar que el artículo 50.1 de la 

Ley 38/1992 de los Impuestos Especiales , de 28 de diciembre, establece en la Tarifa 1ª, epígrafe 1.4, un 

tipo impositivo reducido para los gasóleos utilizables como carburante y, en general, como combustibles, 

si bien la aplicación de dicha bonificación se supedita al cumplimiento de las obligaciones previstas al 

efecto en el Reglamento que desarrolla dicha Ley, aprobado por el R.D. 258/93, de 19 de febrero, éste 

provisional hasta el aprobado con carácter definitivo mediante Real Decreto 1165/1995 ( RCL 1995, 2212 

y 2594) . En relación con ello, el artículo 63 del citado Reglamento provisional, establece las condiciones 

de aplicación del epígrafe 1.4 de la Tarifa del Impuesto; fijando el apartado 2.a) las condiciones 

necesarias. Pues bien, el apartado 2 letra a) del mencionado articulo fija las condiciones necesarias para 

la aprobación de la "Tarjeta-gasóleo bonificado"; el apartado 8 del mismo artículo 63 establece que "El 

suministro desde una instalación de venta al por menor de gasóleo recibido con aplicación del tipo 

reducido, con destino a un consumidor final, queda condicionado a que el pago se efectúe mediante la 

utilización de tarjetas-gasóleo bonificado o cheques- gasóleo bonificado" y, por último, en el apartado 17 

de este artículo se señala que "Las entidades emisoras de tarjetas y las entidades de crédito remitirán, 

igualmente, al Centro Gestor una relación de los importes abonados trimestralmente por dichas entidades 

a los detallistas inscritos en el registro territorial, correspondientes a pagos efectuados mediante tarjetas-

gasóleo o cheques-gasóleo bonificado, a partir de la fecha que determine el Ministro de Economía y 

Hacienda". 

Así mismo, el artículo 106 del Reglamento definitivo aprobado por Real Decreto 1165/1995 , en su 

apartado 3 sobre los detallistas, indica que: a) El suministro de gasóleo bonificado efectuado por un 

detallista a un consumidor final autorizado estará condicionado a que el pago se efectúe mediante la 

utilización de las tarjetas-gasóleo bonificado o cheques-gasóleo bonificado a que se refiere el artículo 

siguiente. b) Los detallistas deberán llevar un registro del gasóleo recibido con aplicación del tipo reducido 

y de los abonos efectuados en sus cuentas bancarias por las ventas efectuadas mediante tarjetas-

gasóleo bonificado o por el ingreso de cheques-gasóleo bonificado, como medio para justificar el destino 

dado a dicho producto. Este registro deberá ser habilitado por la oficina gestora de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 50 de este Reglamento. El artículo 8 de la Ley 3 8/92 de Impuestos Especiales 

define quienes son los sujetos pasivos y responsables del tributo, señalando en el punto 6 que en los 

supuestos de irregularidades en relación con la circulación y la justificación del uso o destino dado a los 

productos objeto de los impuestos especiales de fabricación que se han beneficiado de una exención o 

de la aplicación de un tipo reducido en razón de su destino, estarán obligados al pago del impuesto y de 

las sanciones que pudieran imponerse los expedidores, en tanto no justifiquen la recepción de los 

productos por el destinatario facultado para recibirlos. 

Una exégesis lógica y sistemática del art. 8.6 de la Ley 38/1992 debe llevar a entender que en los 

casos de los productos objeto de los impuestos especiales de fabricación que se hayan beneficiado de la 

aplicación de un tipo reducido, en los que se hayan producido irregularidades en relación con su 

circulación, estarán obligados al pago del Impuesto y de las sanciones que pudieran imponerse los 

expedidores, en tanto no justifiquen la recepción de los productos por el destinatario facultado para 

recibirlos; o sea, sólo cuando el depositario autorizado que ha expedido el producto beneficiado haya 

comprobado, con arreglo a la normativa reguladora del Impuesto, que el destinatario se encontraba 

facultado, en términos administrativos-fiscales, para recibir los productos beneficiados con la aplicación 

del tipo reducido, se desplazará la obligación por el pago del impuesto y de las sanciones que pudieran 

imponerse a los destinatarios, a partir de la recepción. 
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Como quiera que en el caso que nos ocupa el destinatario de los productos que indebidamente 

gozaron de la aplicación de un tipo reducido no empleó los medios de pago específicos, debe aplicarse la 

norma general sobre responsabilidad por el pago del Impuesto al depositario autorizado expedidor de los 

productos que se han beneficiado de la aplicación de un tipo reducido, pues es éste el que no ha 

cumplido con su deber de comprobar si el destinatario de los productos estaba facultado para recibirlos 

con el beneficio fiscal del tipo reducido. 

El espíritu de la norma del art. 8.6 de la Ley 38/1992 es hacer recaer la responsabilidad por el pago del 

Impuesto sobre la parte a la que deba atribuirse la responsabilidad por el incumplimiento de la normativa 

fiscal. Esta responsabilidad debe recaer sobre los expedidores en los casos de aplicación de un tipo 

reducido sin haber cumplido con su deber de comprobación de que el destinatario de los productos iba a 

pagarlos con los medios de pago específicos. En el caso de que esta comprobación se haya practicado 

por parte del depositario expedidor de los productos, la responsabilidad por el incumplimiento de la 

normativa sólo puede hacerse recaer sobre el destinatario de los productos que, pese a encontrarse 

facultado para la recepción de los mismos con tipo reducido, incumple, de cualquier otro modo, el 

régimen de circulación, uso o destino de los productos que se haya beneficiado de la aplicación de un tipo 

reducido. (ex argumento sentencia de esta Sala y Sección de 23 de septiembre de 2005; casación 

2822/2000 ). 

Por su parte, el articulo 50.3 de la Ley señala que sin perjuicio de lo establecido en el apartado 6 del 

articulo 8, la aplicación de los tipos reducidos queda condicionado al cumplimiento entre otros, del empleo 

de los medios de pago específicos. Un texto claro y contundente que no permite interpretaciones 

alternativas, de tal manera que el incumplimiento de las condiciones establecidas reglamentariamente 

para acreditar el destino final del gasóleo bonificado, entre las que se autoriza expresamente la exigencia 

de emplear medios de pago específicos, conlleva la no aplicación a dicho gasóleo del tipo reducido fijado 

en el epígrafe 1.4 de la Tarifa 1ª del Impuesto de Hidrocarburos y, consiguientemente, la aplicación 

automática del epígrafe 1.3 de la misma Tarifa, tal como determina expresamente el artículo 15.11 de la 

propia Ley 38/92 . Resta añadir que el artículo 8, apartado 6, de la misma Ley 38/92 , mencionado en el 

texto del artículo 50.3, establece las normas para determinar a quién corresponde la responsabilidad de 

pagar las cuotas, totales o diferenciales, del Impuesto en casos como el presente; es decir, cuando se 

produce una irregularidad en la justificación del uso o destino dado a un producto sujeto al Impuesto 

sobre Hidrocarburos, que se había beneficiado de la aplicación de un tipo reducido en razón de su 

destino. Y, de la atenta lectura de dicho apartado 6 del artículo 8º, se deduce claramente que, en éste 

caso, tal responsabilidad tiene que recaer sobre el obligado tributario del Acta, quien, como detallista de 

hidrocarburos legalmente habilitado, recibió en forma reglamentaria las distintas y sucesivas expediciones 

de gasóleo y las comercializó después, por su cuenta, sin cumplir, en la parte afectada por la 

regularización, las condiciones legal y reglamentaria exigidas. 

Siendo la "tarjeta gasóleo bonificado" y el "cheque gasóleo bonificado" medios de control de las 

adquisiciones efectuadas por consumidores finales a detallistas que permite dispensar en dichos casos 

de la expedición de documento de circulación ello significa que cualquier suministro que se efectúe sin 

estar amparado su cobro por dichos medios es un suministro que no cumple las condiciones impuestas; 

estas condiciones exigidas por la normativa para la aplicación de un tipo reducido a un gasóleo no 

consisten en una mera obligación de carácter formal sino que son condición sustantiva para obtener el 

beneficio y de ahí la necesidad de justificar que se han utilizado los medios de pago previstos en la 
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legislación. El incumplimiento de lo señalado conduce a la necesaria aplicación del apartado 11 del 

artículo 15 de la Ley 3 8/1992, al determinar éste que "Cuando no se justifique el uso o destino dado a los 

productos objeto de los Impuestos Especiales de Fabricación por los que se ha aplicado una exención o 

un tipo impositivo reducido, en razón de su destino, se considerará que tales productos se han utilizado o 

destinado a fines para los que no se establece en esta Ley beneficio fiscal alguno". Por los hechos 

reseñados nos encontramos ante un supuesto de incumplimiento de la obligación impuesta de justificar el 

uso o destino dado a los gasóleos, de la manera reglamentariamente establecida, a los que se ha 

aplicado un tipo impositivo reducido» [FD Quinto; véase también, Sentencia de 15 de junio de 2011 ( RJ 

2011, 5374 ) (rec. cas. núm. 4214/2006 ), FD Tercero]. 

En atención a la doctrina expuesta, el presente recurso de casación ha de ser desestimado, porque 

doña Soledad era la obligada al pago del IEH devengado, al no proceder la aplicación del tipo de 

gravamen reducido al gasóleo suministrado por haberse incumplido un requisito esencial para su disfrute, 

a saber, la utilización de los medios de pago previstos por la normativa vigente, que acreditaban que el 

combustible era recibido por una persona autorizada". 

La anterior doctrina determina que el recurso no puede prosperar y ello, por no constituir óbice alguno 

la Resolución del TEARA de fecha 14 de julio de 2014 -aportada por la recurrente- puesto que en la 

misma la razón de estimar la reclamación es la de asimilar el caso de la "tarjeta llave" con el de la "tarjeta- 

gasóleo bonificado", circunstancia que no concurre en el caso que aquí nos ocupa al no poder 

equipararse dicha "tarjeta llave" con la confección manual de un albarán por personal de la cooperativa. 

 

QUINTO 

 No obstante la desestimación del recurso y dadas las dudas de hecho y derecho que el supuesto 

pudiera ocasionar a la recurrente, no se estiman méritos para efectuar una expresa imposición de las 

costas procesales ( art. 139.1 Ley 29/98 ( RCL 1998, 1741 ) ). 

Vistos los preceptos legales citados y demás de pertinente aplicación, 

 

F A L L O 

 

En atención a todo lo expuesto, la Sala de lo Contencioso Administrativo del Tribunal Superior de 

Justicia de Asturias, ha decidido: Desestimar el recurso contencioso-administrativo interpuesto por La 

Oturense Sdad Cooperativa, contra la Resolución impugnada, por ser ésta conforme a derecho. 

Y sin expresa imposición de las costas procesales. 

Contra la presente resolución NO CABE INTERPONER RECURSO ORDINARIO alguno. 

Así por esta nuestra Sentencia, de la que se llevará testimonio a los autos, la pronunciamos, 

mandamos y firmamos. 

 

 

 

 


